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INSTRUCCIÓN 4/2026 SOBRE FACULTAD DE ENTRADA EN CENTROS O LUGARES DE TRABAJO EN RELACIÓN 
CON LA SENTENCIA 441/2026 DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO  

 
 
Con fecha 14 de abril de 2026, el Tribunal Supremo, sala de lo contencioso administrativo, ha dictado 
sentencia que resuelve el recurso de casación promovido contra la sentencia del TSJ de la Comunidad 
Valenciana 126/2026, de 27 de febrero, dictada en procedimiento especial de tutela de los derechos 
fundamentales y libertades públicas. 
 
El recurso de casación se admite a trámite declarando que existe interés casacional objetivo para la formación 
de jurisprudencia consistente en determinar si el derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio 
previsto en el artículo 18.2 de la CE es compatible con la facultad de los funcionarios del Sistema de 
Inspección, prevista en el artículo 13.1 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de entrada en un centro de trabajo no abierto al público o, en su 
caso, en el domicilio social de una sociedad mercantil, sin consentimiento de su titular ni autorización judicial.  
 
La sentencia concluye que, “en un espacio que es simultáneamente domicilio social de una persona jurídica y 
centro de trabajo de la empresa, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social requiere autorización judicial 
previa para la entrada. La única excepción podría venir dada, una vez valoradas las específicas circunstancias 
de cada caso, cuando entre la zona de oficinas del domicilio social y la zona del centro de trabajo exista una 
separación física apreciable y, además, la autoridad o sus agentes informen de que su propósito es 
únicamente acceder a la primera para el cumplimiento de sus funciones legalmente previstas”. 
 
El Tribunal Supremo interpreta el artículo 13 de la Ley Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social considerando que existe un vacío normativo, al no contemplar la entrada en el domicilio de 
las personas jurídicas. Este precepto faculta a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social a entrar en todo 
centro o lugar de trabajo, con la única excepción del domicilio de la persona física, en cuyo caso se requiere 
expreso consentimiento del afectado o autorización judicial. Se opta por una regulación que establece una 
regla general y una única excepción, la entrada en domicilios de las personas físicas. Y ello puesto en relación 
con el artículo 19 de la misma Ley, que prevé que la actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
se extiende a las personas físicas y jurídicas, y se ejerce en “(las empresas, los centros de trabajo y, en 
general, los lugares de trabajo en que se ejecute la prestación laboral, (…)”. No se trata, a juicio de esta 
Dirección, de una laguna legal, sino de una opción legislativa adoptada de idéntica forma en todas las normas 
legales que sucesivamente han regulado la Inspección de Trabajo y Seguridad Social desde la aprobación de la 
Constitución Española, y cuya constitucionalidad no ha sido cuestionada nunca. 
 
Por otro lado, la interpretación realizada por el Tribunal Supremo, integrando un supuesto silencio de la 
norma con la aplicación directa de la Constitución obvia los convenios internacionales ratificados por España. 
El artículo 10.2 de la Constitución española establece que las normas sobre derechos fundamentales y 
libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con los tratados y acuerdos 
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España. 
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En concreto, el Convenio 81 de la OIT relativo a la inspección del trabajo en la industria y el comercio, en su 
artículo 12, reconoce al personal con funciones inspectoras autorización para entrar libremente y sin previa 
notificación en todo establecimiento sujeto a inspección. Precepto que ha sido incorporado en nuestra 
legislación en los términos antes señalados. 
 
El derecho a la inviolabilidad del domicilio confluye en estos supuestos con otros derechos fundamentales 
reconocidos en la Constitución como el derecho a la igualdad (artículo 14), el derecho a la vida e integridad 
física y moral (artículo 15) o el derecho a la libertad de sindicación (artículo 28), entre otros, derechos cuya 
tutela y protección en el ámbito administrativo laboral corresponde a la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, como garante del cumplimiento de las normas del orden social, incluyendo tanto la normativa 
nacional como los tratados y acuerdos internacionales en la materia, entre los que destacan con especial 
intensidad los Convenios de la OIT. 
 
Las limitaciones de la facultad de entrada del personal inspector en un centro de trabajo reconocidas tanto a 
nivel legal como por el Convenio 81 OIT, suponen un detrimento de la eficacia de su actuación y, por ende, 
pueden conducir a una menor garantía del cumplimiento de la normativa del orden social sujeta a la 
vigilancia y control de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, lo que a su vez puede impactar en la 
eficacia de la protección de los derechos de las personas trabajadoras. Teniendo en cuenta esto, dichas 
limitaciones deberían interpretarse restrictivamente. 
 
La Inspección de Trabajo y Seguridad Social debe seguir cumpliendo la labor encomendada tanto por la 
normativa legal vigente como por los instrumentos internacionales suscritos por España, estando plenamente 
facultada para llevar a cabo visitas a los centros de trabajo y lugares sujetos a inspección.  
 
A pesar de no compartir el sentido del pronunciamiento judicial, tanto por las razones anteriormente 
expuestas, como por introducir elementos de inseguridad jurídica en la actuación inspectora, la Dirección del 
Organismo, con pleno respeto a las sentencias judiciales, considera ineludible precisar y adecuar algunos 
aspectos de la actuación inspectora, cuando la misma se lleve a cabo mediante visita y afecte al domicilio 
constitucionalmente protegido de una persona jurídica, en línea con lo sostenido por la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional en la materia. 
 
En atención a lo anterior, dada la trascendencia de la cuestión para el ejercicio ordinario de las facultades 
atribuidas a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social mediante la realización de visitas y acceso a los 
centros de trabajo y lugares sujetos a inspección y sin perjuicio de las ulteriores medidas o instrucciones 
operativas que se puedan dictar al efecto, esta Dirección del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, en su condición de Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y en el 
ejercicio de las competencias reconocidas en el artículo 31.3 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora 
del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social y en el artículo 8.3 de los Estatutos del Organismo 
Autónomo Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, aprobados mediante Real Decreto 
192/2018, de 6 de abril, considera necesario trasladar con carácter de urgencia las siguientes 
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INSTRUCCIONES 
 
 

PRIMERA. Sobre el concepto de “domicilio constitucionalmente protegido”. 
 
El Tribunal Supremo basa su decisión en la aplicación del derecho a la inviolabilidad del domicilio regulado en 
el artículo 18.2 de la Constitución española, domicilio que, en el caso de las personas jurídicas, ha sido 
definido por el Tribunal Constitucional en su sentencia 69/1999, indicando que “solo se extiende a los 
espacios físicos que son indispensables para que puedan desarrollar su actividad sin intromisiones ajenas, por 
constituir el centro de dirección de la sociedad o de un establecimiento dependiente de la misma o servir a la 
custodia de los documentos u otros soportes de la vida diaria de la sociedad o de su establecimiento que 
quedan reservados al conocimiento de terceros.”  
 
A esta jurisprudencia constitucional se remite el Tribunal Supremo en el fundamento jurídico sexto de la 
sentencia 441/2026. Por ello, a sensu contrario, no se considera domicilio constitucionalmente protegido los 
locales comerciales abiertos al público ni los espacios o centros que no tengan esta condición en los que se 
realiza una actividad laboral, productiva o comercial por cuenta de una sociedad mercantil que no está 
vinculada con las actividades de dirección de la sociedad ni sirvan a la custodia de su documentación. 
 
Ello significa que los límites que puedan existir a la entrada en los establecimientos de las empresas sólo 
pueden afectar a determinados espacios concretos, que son los que requerirán de forma expresa 
autorización del titular o autorización judicial para su acceso, no viéndose por tanto afectados aquellos 
distintos de estos. 
 
Esta acotación específica del concepto de domicilio constitucionalmente protegido en el caso de las personas 
jurídicas se menciona igualmente por la Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de abril en su fundamento 
jurídico octavo, al concluir que la autorización judicial exigida por el artículo 18.2 de la Constitución ha de ser 
previa a la realización de cualquier actuación en un espacio caracterizado como domicilio a efectos 
constitucionales y en su fundamento jurídico noveno, permitiendo la realización de visitas sin necesidad de 
autorización cuando exista distinción entre el mencionado espacio y el centro de trabajo. 
 
SEGUNDA. Sobre la incidencia de la sentencia en la actuación inspectora y el modo de llevar ésta a cabo.  
 
2.1. Las visitas que deban realizarse a empresas y centros de trabajo se desarrollarán ejerciendo tanto la 
facultad de entrada como el resto de las facultades legamente atribuidas a los funcionarios del Sistema de 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social que resulten necesarias para el fin de las actuaciones 
comprobatorias previas. 
 
El hecho de que concurra la doble condición de domicilio social de la empresa y de centro de trabajo no 
impide la realización de la visita, salvo en supuestos excepcionales, según se indica a continuación. 
 
2.2. En los establecimientos abiertos al público, las visitas se realizarán de forma ordinaria, tanto en las zonas 
accesibles de los mismos, como en el resto de las dependencias que no constituyan el espacio de dirección de 
la empresa (almacenes, vestuarios, etc…), por no tener estos espacios la consideración de domicilio 
constitucionalmente protegido conforme a la doctrina antedicha. 
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Por otra parte, en los establecimientos no abiertos al público sujetos a inspección, cualquiera que sea su 
naturaleza y configuración espacial y disposición, las visitas también se realizarán en la forma ordinaria 
prevista, salvo que afecten a las dependencias o espacios físicos, en los que se desarrolle el poder de 
dirección, tales como el despacho del titular del órgano de administración o de la alta dirección de la 
empresa, la sala de reuniones del Consejo de Administración o la zona de archivos, entre otros. 
 
En cualquier establecimiento, una vez identificado el actuante, se informará de manera expresa al 
representante de la empresa de la intención de llevar a cabo la visita únicamente a la parte del inmueble, 
instalación o espacio que constituye el centro de trabajo, de conformidad con las facultades legalmente 
previstas por el artículo 13 de la Ley 23/2015, de 21 de julio. 
 
2.3. Cualquiera que sea el centro de trabajo visitado, en el caso de que el representante de la empresa se 
oponga a la visita alegando que se trata del domicilio social, se le solicitará la debida justificación de su 
calificación como tal y la identificación y delimitación del espacio físico en el que se ejerce la actividad de 
dirección de la empresa, por ser este espacio el protegido constitucionalmente. Asimismo, se le informará de 
que la visita continuará, en todo caso, en el espacio en el que se realice la actividad laboral, comercial o 
productiva y en el resto de las dependencias ajenas a las funciones de administración y dirección, 
advirtiéndole de que impedir el acceso a zonas distintas del domicilio constitucionalmente protegido, en los 
términos conceptuados anteriormente, constituye un acto de obstrucción a la labor inspectora, y podrá 
motivar la extensión de la correspondiente acta de infracción, sin perjuicio de las actuaciones adicionales que 
por tal negativa fueran procedentes. 
 
Por lo tanto, el hecho de que confluyan en unas mismas instalaciones el domicilio social de la empresa y el 
domicilio del centro de trabajo, no habilita al titular del establecimiento a impedir el acceso a los funcionarios 
de la inspección a aquella zona de este en el que se realiza una actividad laboral, comercial o productiva, 
dado que estas no pueden ser consideradas domicilio constitucionalmente protegido. 
 
Debe tenerse en cuenta que el artículo 9 de la Ley de sociedades de capital señala que “Las sociedades de 
capital fijarán su domicilio dentro del territorio español en el lugar en que se halle el centro de su efectiva 
administración y dirección, o en el que radique su principal establecimiento o explotación.” De este modo, 
debe ponerse de manifiesto que el concepto de domicilio social es un concepto material, no necesariamente 
coincidente con el recogido en escrituras, registro mercantil o a efectos de Seguridad Social.  
 
2.4. En caso de duda sobre la posible consideración de cualquier zona del centro visitado como domicilio 
constitucionalmente protegido, se evitará el acceso al mismo, salvo consentimiento expreso. 
 
Del mismo modo, si la empresa, aun advertida la posible comisión de una infracción por obstrucción a la 
labor inspectora, impidiera el acceso a la totalidad o a determinadas zonas del centro, aun cuando no 
constituyan domicilio constitucionalmente protegido, se evitará dicho acceso a las mismas y se continuará la 
actuación mediante la práctica de las diligencias de citación y aportación de documentación que sean 
necesarias. 
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Sin perjuicio de lo anterior se comunicará a Jefatura la situación para decidir la posibilidad de adoptar otro 
tipo de medidas, como la solicitud de autorización judicial para proceder a la entrada siempre que se 
considere imprescindible en función del objeto de la actuación inspectora.  
 
2.5. Si el objeto de la actuación exige necesariamente la realización de visita al domicilio constitucionalmente 
protegido de la empresa, es preceptivo el consentimiento del titular, representante o, en su caso, 
autorización judicial. Se dejará constancia de esta circunstancia en la diligencia de actuación practicada. 
 
2.6. En todo caso, todas las visitas conllevarán la facultad de solicitar, sin necesidad de acceso al espacio 
concreto delimitado como domicilio de la persona jurídica, cualquier tipo de documentación o testimonio 
relacionados con la actividad realizada en todas las instalaciones. 
 
2.7. Sin perjuicio de las medidas que procedan en caso de limitación injustificada a la labor inspectora, en 
todo caso, cualquiera que sea el centro de trabajo visitado, se deberá especificar de manera expresa en la 
diligencia practicada que la visita tenía por objeto la realización de actuaciones de comprobación en la parte 
del centro en la que se desarrolla actividad laboral (o a la que pueden acceder los trabajadores por razón de 
su trabajo), habiendo sido informado de ello el representante empresarial. 
 
Asimismo, y cuando se produzca alguna manifestación del representante empresarial sobre la consideración 
de parte del centro como domicilio constitucionalmente protegido, se pondrá especial atención en la 
descripción de las zonas visitadas, indicándose la ausencia de acceso a aquellas otras consideradas 
constitucionalmente protegidas, incluyendo los elementos tenidos en cuenta por el actuante para la 
consideración de uno u otro carácter. 
 
 
 

LA DIRECTORA DEL ORGANISMO ESTATAL 
INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

 
 

Cristina Fernández González 
(documento firmado electrónicamente) 
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